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    En medio de un clima de creciente desconfianza hacia las instituciones, el sistema judicial en América Latina enfrenta una situación crítica, tanto ética como operativa, que parece no tener fin. Se trata de una crisis terminal, del tipo de las que Thomas Kuhn interpreta como antecedentes de los procesos revolucionarios.


    La Justicia prófuga propone una reflexión sobre las fallas estructurales que han llevado a que el sistema judicial sea percibido como ineficiente, parcial y distante de las verdaderas necesidades de la sociedad. Maximiliano Rusconi plantea la importancia de una refundación del sistema judicial, y aborda no solo los aspectos técnicos, sino también los desafíos políticos y sociales que impiden una transformación profunda.


    Este libro busca ampliar el círculo de interlocutores más allá del universo académico, para que las verdades sean menos susceptibles de ser escondidas del debate comunitario. A través de un análisis detallado y ejemplos históricos, el autor expone cómo las reformas parciales no han sido suficientes para enfrentar la magnitud del problema: “El sistema judicial ha llegado a una crisis ética, operativa y funcional que ya no puede ser solucionada con correcciones cosméticas”.
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    Prólogo


    NUESTRA REGIÓN atraviesa momentos muy complejos. Las posibilidades de que la comunidad acceda a alimentación saludable, educación de calidad, vivienda digna y trabajo correctamente remunerado son realmente escasas.


    Como es evidente, al no poder lograr ese estándar básico y vital, otra gran parte del frustrado acceso a los derechos y garantías propios del Estado social y democrático de derecho no es tan visible. Este cuadro explica que se vaya desdibujando el papel del sistema institucional ante la pasividad de buena parte de la sociedad.


    El mal desenvolvimiento de las funciones del Estado y de todo el modelo de organización del poder han logrado incluso que se tomasen decisiones electorales que no harán otra cosa que profundizar la desolación.


    La gravedad de esta etapa colabora en que no sea tan notable que el sistema judicial, en verdad desde hace muchísimo tiempo, haya llegado a una crisis ética, operativa y funcional que ya no puede ser solucionada con correcciones cosméticas. El problema del funcionamiento de lo que vulgarmente denominamos “justicia” requiere que nos hagamos preguntas fundacionales: ¿qué justicia queremos?, ¿cuál es el papel que le asignamos al sistema judicial dentro de la estructura de la democracia?, ¿qué características debe tener alguien para ser juez técnico?, ¿cómo asegurar la participación ciudadana en el sector judicial?, ¿cómo entendemos que el catálogo de derechos humanos debe nutrir a la realidad cotidiana del funcionamiento de la administración de justicia?


    Se trata de asumir de modo colectivo que el sistema judicial debe ser refundado. De eso se trata este libro. No es un libro jurídico. No es una obra, entonces, para juristas. Es un libro para la ciudadanía que, en su totalidad, tiene el deber de sentir que así no se puede seguir. No hay una propuesta para discutir en la academia, sino una confesada pretensión de contribuir al desarrollo de una política pública indispensable.


    No hay aquí ningún camino especialmente iluminado para esa refundación; solo se encontrarán algunas convicciones que funcionan como destellos para recorrer un sendero que ha quedado desdibujado por tantas décadas de debilidad en la convicción democrática.


    Cuanto más desigual es la sociedad en la que vivimos mayor es la necesidad de los ciudadanos de contar con un Poder Judicial fuerte, independiente, imparcial, digno y eficiente.


    Esta obra ha sido posible gracias al estímulo de Cecilia di Genaro. Ella transmitió su generoso optimismo a Gastón Levin, quien, a su vez, ofreció las dosis determinantes de empatía y talento.


    La puntillosa y técnicamente impecable tarea de edición de Fabiana Blanco y de Sergio Campos ha mejorado mucho el texto en varias dimensiones.


    Maximiliano Rusconi


    Pilar, invierno de 2024.

  


  
    Introducción


    EL FUNCIONAMIENTO de la vida institucional en una democracia es motivo permanente de preocupaciones y angustias. En muchas ocasiones, creemos que quienes ejercen funciones ejecutivas abusan de su poder. En otras, sospechamos que los diputados o senadores no representan genuinamente los intereses que deben defender en cumplimiento de sus funciones legislativas. Esa sensación erosiona nuestra fe en el sistema de gobierno y, con el tiempo, las sociedades desarrollan caminos que ponen en peligro la paz social: quienes más sufren en ese proceso son las personas en situaciones de mayor vulnerabilidad.


    En lo que respecta a las crisis que padecen las funciones ejecutiva y legislativa, los sistemas políticos tienen cierta capacidad para salir de ellas con alguna velocidad. Se trata de procesos que adquieren celeridad tanto en las etapas viciosas como en los momentos virtuosos. En cambio, en los sistemas judiciales están marcadas por segmentos temporalmente mucho más largos y resistentes, lo cual multiplica el daño.


    Por razones que más adelante intentaremos explicar, el sentimiento individual o grupal de que los jueces no son justos, de que la víctima de una violación de derechos no podrá buscar al final del camino una adecuada reparación, de que el sistema de justicia solo escucha a los poderosos, de que hay que “hacerse amigo del juez”, de que la justicia, si llega, nunca lo hace a tiempo, y otras sensaciones que forman parte de la sabiduría popular, y que por ello están instaladas y fortalecidas por las confirmaciones empíricas cotidianas, detenta un poder en extremo destructivo de las bases y las razones para una convivencia pacífica.


    A ello debe sumarse que los caminos de degradación de la función judicial remiten a procesos profundamente nocivos, de larga data y con una envidiable (para otras causas más dignas) capacidad de resistencia a los indispensables intentos de transformación. Las crisis judiciales duran más, adquieren profundidad y se benefician de acciones y discursos corporativos de defensa cuya uniformidad recuerda los peores procesos endogámicos.


    En junio de 1988, en un informe para la reforma judicial en Argentina, se decía que el sistema judicial conservaba las estructuras, las formas y los procedimientos de la época colonial y que estos últimos, a la vez, se habían regido por modelos y prácticas medievales. Es decir, en definitiva, en la administración de justicia rige una cultura medieval.1 El informe nos recuerda que todo eso sucede (aún hoy) incluso cuando nuestra Constitución dispone en el artículo 24 que se debe transformar la legislación colonial española. En dicho diagnóstico se fundaba la necesidad de cambio ya en los primeros pasos de la recuperación democrática durante el proceso posdictatorial.


    Según ese informe:


    Una larga historia de reformas parciales, medidas circunstanciales y políticas de corto plazo ha generado una desarticulación general de la distribución del trabajo y la competencia y un aumento arbitrario de juzgados y cámaras de apelaciones que impiden cualquier intento parcial de remodelación. Por otra parte, la administración de los tribunales no responde a patrones fijos ni ha generado instrumentos de análisis o control que permiten una evaluación interna de sus problemas y una corrección paulatina de sus estructuras defectuosas, por parte de los mismos administradores. […]


    Finalmente, el cuerpo social y los otros organismos del Estado no han podido acceder al control de la administración de justicia, ni han contado con estadísticas precisas o confiables, que les permitan evaluar las tareas judiciales, y, menos aún, desarrollar políticas globales de corrección paulatina. […] Esta discordancia entre las estructuras medievales de nuestra administración de justicia y las exigencias propias de una sociedad moderna y cada día más compleja ha provocado un estado de parálisis del servicio judicial, que posterga indefinidamente la solución de los conflictos.2


     


    Estos párrafos, formulados hace cuarenta años aproximadamente, ya definen con claridad la urgencia que estaba presente en el reclamo de una gran transformación en el sector de la administración de justicia.3 Desde ese momento, un grupo de personas ha entregado parte de sus vidas a proyectos de transformación de enorme trascendencia y a reflexionar sobre el impacto de estas transformaciones.4 Sin embargo, es poco lo que ha cambiado el panorama, por lo menos desde la visión de la comunidad, en las últimas décadas. Incluso, debemos decirlo, en varios sentidos la crisis se ha profundizado. Como veremos en detalle, los disparadores que elevan el tema de la administración de justicia a un lugar de máxima trascendencia y de emergencia social remiten a matrices absolutamente diversas.


    Hoy existe una evidente pérdida de confianza de la comunidad en la intervención virtuosa del sistema judicial. Debemos insistir: son pocos los que creen que acudir al Poder Judicial en defensa de los derechos es un camino destinado al éxito; son menos los que suponen que la intervención judicial llegará a tiempo; y casi no hay nadie que crea que la solución será sustentable ética y normativamente.


    Pero es inevitable pensar que el tema de la justicia y de sus sistemas institucionales ocupa un lugar de gran trascendencia en la consolidación de los regímenes democráticos. Si nos preguntamos cuáles son las deudas más relevantes de ese sistema político desde la restauración de la democracia en América Latina hasta ahora, sin dudas surgirán la desigualdad en la distribución económica —que genera niveles inadmisibles de sometimiento a la pobreza de grandes sectores de la comunidad—, la debilidad institucional, la falta de jerarquía comunitaria y de eficacia de los sistemas de justicia. Todo lo cual conlleva el riesgo de anomia estatal.


    Esto no sorprende. De hecho, habrá quienes tengan razones para creer que el principal objetivo en esta etapa de la historia de la humanidad es la concentración económica en unos pocos —selectas minorías (personas humanas o jurídicas, ideales)— y el consecuente sometimiento a la pobreza de muchos —enormes mayorías—, para lo cual es indispensable contar con un Poder Judicial que funcione del modo en que lo hace en casi todo el mundo. Incluso, colaboran en justificar ese posible dislate algunos ensayos teóricos, como la idea de que el rol de los sistemas de justicia es cumplir un papel, justamente, “contramayoritario”. Esa función, hay que decirlo, nunca puede ser buena. En los modelos sociales que emanan de cierto capitalismo insensible y globalizado, las mayorías están compuestas por vulnerables, pobres, asalariados con grandes dificultades para ofrecer a sus hijos caminos educativos y de progreso social, desnutridos, ignorados y casi invisibles desde el punto de vista institucional. En cambio, las minorías han tenido mejor suerte: buena alimentación, reconocimiento social, educación y grandes oportunidades de mejora. No se entiende qué se quiere decir cuando se afirma de un modo superficial que el sistema judicial, los tribunales superiores, deben cumplir un rol contra las mayorías y en favor de las minorías. Esa afirmación puede tener sentido tres minutos y en términos solo propios de algunos vértices políticos, pero a cambio ha brindado una justificación cínica del peor papel de los sistemas de administración de justicia en términos sociales.


    Por otro lado, es esencial corregir la idea de que el problema de la crisis judicial afecta solo a un sector muy particular del sistema institucional. En este sentido, se justifica cierta formulación alarmista del escenario en el cual nos encontramos: sin una justicia digna, eficaz, igualitaria, respetuosa del género, de la diversidad cultural y garantizadora de los derechos del débil, tendremos solo en el mejor de los casos un diseño de gobierno con formato democrático pero absolutamente distanciado de la esencia del ejercicio del poder respetuoso de los modelos republicanos y del Estado de derecho.


    Aquí se parte de la idea de que en el ADN del sistema republicano se encuentra la necesidad de resolver un complejo dilema que surge de dos grandes fenómenos originados en el pensamiento ilustrado de Europa central: el nacimiento del Estado como órgano monopolizador del ejercicio del poder y el nacimiento de la necesidad de resguardar a un sujeto, que no es otro que el individuo de a pie, cuya dignidad puede ser lastimada por ese Estado todopoderoso.


    La solución a este dilema ha pasado por la generación de un modelo de división de funciones en ese poder, que, con su misma dinámica, genera una contradicción entre dichas funciones que permiten que el ciudadano salga dignamente de su enfrentamiento eventual con el Estado. A eso lo llamamos “el paradigma de la división del poder”. Esa división del poder y ese sistema de frenos y contrapesos requieren un Poder Judicial que tenga capacidad de resguardar los intereses del débil. Ese débil puede ser a veces un débil individual, personal, o un sector comunitario que incluya a los más vulnerables.


    El problema es que los grandes temores surgidos del origen contrapopular de los integrantes del Poder Judicial en gran medida se han confirmado: una y otra vez, las decisiones del sistema institucional que administra la justicia reflejan una tendencia evidente a la protección del poderoso. Hace décadas que ha quedado bastante claro que ciertas visiones tradicionales de la crisis judicial hoy deben ser descartadas. Se trata de diagnósticos que han contribuido a la multiplicación del impacto social de un sistema de justicia que está lejos de haber cumplido, por lo menos con porcentajes dignos, las funciones que las democracias le adjudican.


    Una de esas visiones reside en atribuir a un solo factor el poder mágico tanto de explicar la crisis judicial como de superarla en el caso de que ese factor sea bien administrado. En ocasiones, la explicación ha pasado por la falta de recursos humanos o, en general, por un reducido presupuesto; a veces se ha tratado de la falta de recursos tecnológicos, la corrupción judicial o sistemas normativos vetustos, etcétera.


    Hace ya varias décadas, sin embargo, hemos descubierto, en particular gracias al trabajo en América Latina de Julio Maier y Alberto Binder, que la crisis judicial es mucho más compleja y claramente más profunda de lo que sugieren los diagnósticos tradicionalmente reduccionistas. Como afirmamos, la crisis es multidimensional y de explicación multicausal.5 Según Binder:


    El proceso de reforma de la justicia penal […] plantea de entrada la multidimensionalidad del proceso de cambio. No se debía tratar de un simple cambio de leyes, sino de un proceso complejo que actuara también sobre la dimensión administrativo-gerencial, sobre la incorporación informática, sobre los perfiles de los operadores y su capacitación, sobre el diálogo con la sociedad, etc. Esta multidimensionalidad provocó un fuerte impacto sobre los procesos de implementación y, si bien fue asumida como una nueva doctrina del cambio, no llegó a ser asumida en toda su profundidad técnica, limitando la posibilidad de los nuevos Códigos de influir de un modo completo sobre las prácticas y abriendo paso a que, en menor medida, se repitieran los problemas propios de las viejas estrategias unidimensionales.6


    Se trata de que un correcto diagnóstico influya en el diseño de una estrategia exitosa que permita asegurar el impacto de la transformación.7


    La crisis judicial ha calado muy hondo y hace que no se pueda pensar en reformas unilaterales que solo basen la expectativa de transformación en una visión superficial de la necesidad del cambio. Esta característica multidimensional de la crisis judicial no solo es un dato esencial para la metodología técnica de los caminos de reforma, sino que, sobre todo, remarca la necesidad, el tipo y la trascendencia de los acuerdos institucionales, políticos y comunitarios que es preciso lograr para desarrollar esta transformación del llamado “sector justicia” como política pública. Hoy ya no es posible pensar el problema judicial mediante visiones unilaterales y reduccionistas. Se trata de una crisis cultural de enorme envergadura.


    A lo largo de muchas décadas, se ha producido una descomunal desnutrición del aporte institucional del órgano judicial a los sistemas democráticos. Y, adicionalmente, no solo se trata de que el sistema de justicia no cumpla la función institucional que prevén los textos constitucionales, sino que, para colmo de males, la administración de justicia se ha transformado en un proceso multiplicador de los peores vicios de la vida en comunidad. A un sistema de justicia sin empatía, selectivo, endogámico, violento, arbitrario, insensible, lento y contradictorio no se llega con un solo y unilateral proceso de desnaturalización del llamado Poder Judicial, sino a través de una destrucción de las bases conceptuales, metodológicas, ideológicas y administrativas de esa institución.


    En los próximos capítulos veremos que, en Argentina en particular pero también en casi toda América Latina, existe un Poder Judicial que cada vez que, desde el punto de vista de las expectativas sociales, se le pide una respuesta válida, legítima, contundente, sobre algún caso de gran impacto social, lo único que nos proporciona son renovadas desilusiones. Se trata de casos que generan una enorme angustia comunitaria, un perjuicio notable en economías pobres o empobrecidas, que, en última instancia, y después de una permanente instalación en los medios de comunicación —que potencian la exigencia social de una respuesta a esos casos—, solo generan nuevos fracasos luego de décadas de tratamiento ineficiente y de gestión irracional en la búsqueda de la verdad.


    En las siguientes páginas buscamos tomar conciencia de que es muy difícil recordar casos desde México hasta Argentina de gran trascendencia nacional o regional en los que los sistemas de justicia hayan generado la expectativa de una reconstrucción válida de la verdad que conectara una respuesta punitiva o resarcitoria de dicha esperanza de la comunidad. Frente a esto lo único que normalmente ofrece el sistema de justicia son trámites eternos, recopilación de millones de papeles, pérdida de una identidad investigativa, todo lo cual culmina en una falta de respuesta permanente a los reclamos sociales. Se ha llegado al punto en el cual ya no importa si la decisión judicial es de condena o de absolución; lo único relevante es la falta de credibilidad social que esa decisión siempre conlleva.


    Para mal de males, los poderes judiciales de toda América Latina han sido bastante refractarios a cualquier tipo de control externo de la actividad judicial y del modo en que se expresan las funciones judiciales en el Estado de derecho.8


    Como analizaremos en este libro, una mala interpretación de lo que significa la independencia judicial ha generado en magistrados y jueces de todas las épocas la sensación de que no deben responder a ningún tipo de control externo, lo cual ha sido enormemente nocivo. Esto explica que la idea de control de gestión y de auditoría externa del trabajo de los jueces, magistrados y fiscales no ha tenido ningún arraigo en los sistemas judiciales de América Latina. El resultado de ello remite a sistemas administrativos y funcionales que son directamente inexplicables en su racionalidad operativa y su eficacia. Casi nada de lo que transmiten los sistemas de gestión de los poderes judiciales de toda la región puede ser explicado con razones propias de la ciencia de la organización y administración. En la administración de justicia, no hay nada parecido a una optimización funcional de los recursos humanos y tecnológicos.


    Hasta hace muy poco, no había ningún tipo de información organizada sobre la plantilla de empleados y sus respectivas formaciones intelectuales y, por ello, los ascensos en la carrera judicial no tienen normalmente ninguna explicación racional salvo la fortuna en las relaciones sociales que posea el candidato. Eso se advierte fácilmente incluso en un rastrillaje de los vínculos familiares en los sistemas judiciales. Debe de haber pocos lugares de la administración en los que exista un mayor número de binomios, tales como padre e hijo, tío y sobrino, hermanos y primos, cuñados y yernos. Cuando en varios países de América se habla de la familia judicial, nadie debe creer que se trata de un eufemismo.9
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    I. Crisis de la Justicia


    LAS RAZONES HISTÓRICAS E IDEOLÓGICAS DE LA CRISIS JUDICIAL



    Defensa del interés popular y Poder Judicial


    Posiblemente los jueces y fiscales deban luchar en forma cotidiana contra su propia inercia conservadora y refractaria de lo popular que genera el ADN de su nacimiento institucional como poder del Estado.


    Hay buenas razones para pensar que la misma idea del Poder Judicial ya ha nacido con la impronta de la defensa de los intereses de la burguesía. De este modo, podemos explicar tanto la necesidad como la complejidad de los procesos de transformación.


    Si bien la división posiluminista del poder en funciones, propia de la necesidad de controlar a ese novel Estado omnipresente, surgió a efectos de garantizar ámbitos de libertad esenciales para el ciudadano, el proceso nunca aseguró (ni en la teoría ni en la praxis) un acceso de las clases populares a ese sector institucional. Es posible que, dada la evolución histórica del camino institucional, no haya nada natural en que el sistema judicial proteja al débil y, claro, esa característica debe ser cambiada con acciones específicas.


    En verdad esto quizá marque la necesidad de que, en ocasiones, abandonemos las lecturas tan románticas y optimistas del proceso político surgido en forma paralela al movimiento revolucionario francés. En definitiva, aunque esta idea haya que desarrollarla más, hay también algo conservador en la convicción de que los ciudadanos serán beneficiados por el propio proceso dialéctico de poder y control del poder en lo interno del Estado. Deberíamos pensar si, por lo menos en parte y más allá de la positiva instalación de ciertos paradigmas ideológicos todavía hoy muy defendibles, no se ha tratado de un modo de impedir el acceso directo de los ciudadanos a sus derechos y dar paso al modelo mucho más contenido de que esperen beneficios solo de los resquicios que genera el juego propio de los poderes y funciones del Estado moderno. Pero esta idea solo busca establecer la posibilidad de una lectura histórica alternativa para enriquecer el análisis. De un modo o de otro, aquí se parte de la posición dominante que ve en ese proceso cultural, iniciado a fines del siglo XVIII, un modelo virtuoso y todavía no alcanzado.


    Ahora bien, de todos modos, hubiera sido muy interesante que el desarrollo del Poder Judicial en el contexto de la historia de las ideas universales se inclinara a homenajear al modelo de Estado que surgió en el Iluminismo francés, para el que la división de poderes fue un intento de aseguramiento de la voluntad popular a través del rol del Poder Legislativo —más allá de las evidentes limitaciones propias de naturales contradicciones culturales—. Por el contrario, nada de lo que rodeaba al Poder Judicial indicaba una perspectiva de defensa de los intereses populares ni de la voluntad del ciudadano. En el modelo francés, se trataba de indicar con claridad la supremacía de la ley por sobre la administración. Por esa razón, resultó tan expresiva la afirmación de Montesquieu en el sentido de que el papel de la magistratura solo debía ser el de pronunciar las palabras de la ley.1


    El sobredimensionamiento del rol del Poder Judicial es más bien propio de la cultura institucional de Estados Unidos. Se pensaba que el ejercicio del poder y su legitimidad bajo los parámetros democráticos ponían en peligro el derecho de propiedad de algunos que podían gozar de esas prerrogativas. Sin embargo, incluso en el desarrollo institucional de la evolución de Europa, el nacimiento del sistema judicial no ha estado exento de contradicciones. Esta primera advertencia histórica nos muestra que la función judicial siempre tuvo que posicionarse frente a los procesos de concentración del poder. Pero, como veremos, quien representó en mayor medida el resguardo de los intereses populares siempre ha sido el Poder Legislativo (y, obviamente, no lo ha hecho siempre del mejor modo). En este punto, el proceso revolucionario francés ha sido de enorme importancia, particularmente en términos conceptuales. Para Susana Murillo, mucho más que la división de poderes, la transformación esencial de la Revolución Francesa hay que verla en la supremacía de la ley por sobre la administración. Citando a Franz Neumann, nos recuerda que, en ese sentido, la división de poderes sería una mera “doctrina fonográfica de la magistratura”.2


    Más allá del calificativo, por demás ingenioso, Neumann pone en evidencia que, superado el antiguo régimen, con buenas razones, no había mucha confianza popular en el rol de los jueces. En algún sentido, puede decirse que el Poder Judicial lleva en su ADN cierto riesgo de representar los rancios intereses de la monarquía o, por lo menos, de los sectores más poderosos social o económicamente de la aristocracia, del poder privado, del poder de los dueños de la tierra. Por este motivo, los jueces debían recordar siempre el valor de la palabra de la ley y pronunciarla sin libres interpretaciones.


    En esta perspectiva, el papel de la Justicia como controladora de los demás poderes no nace de la Revolución Francesa, ni del modelo rousseauniano, cuyo concepto de democracia le da prevalencia al poder legislativo. El control judicial de los demás poderes fue concebido por el sistema norteamericano, cuyos teóricos fueron explícitos en considerarlo un recaudo contra las mayorías populares.3


    Es muy gráfica la frase de James Kent: “El sufragio universal pone en peligro la propiedad y coloca el control de los ricos en poder de los pobres y libertinos”.4


    El argumento contramayoritario ha calado muy hondo en el diseño y la administración del sistema de justicia. La idea de un Poder Judicial solo destinado a limitar el avance de las mayorías nos coloca frente a un poder que, a su origen burgués casi monárquico, suma ahora un destino de aseguramiento de privilegios para las minorías.


    Es muy interesante repasar el concepto de minoría en términos básicamente empíricos: las minorías en América Latina, y quizás en todo el mundo, son los poderosos, los educados, los que detentan privilegios, aquellos que están en una situación holgada, quienes se ubican en los sectores más altos desde el punto de vista socioeconómico; es decir, los aventajados. En cambio, las mayorías son representadas por un gran porcentaje de la comunidad que se encuentra en situación de vulnerabilidad, pobreza, expulsado del sistema de crecimiento social, a veces sin acceso al sistema educativo, débilmente asistido por un sistema de salud de muy poca eficacia. Es decir, las mayorías, en América Latina y tal vez en todo el mundo, son los vulnerables. Un Poder Judicial que se autopercibe y se autodefine como funcionando de un modo contrario a las mayorías, en favor de los privilegiados, sin ninguna duda, es un Poder Judicial que se ha desconectado del modelo social y democrático del Estado de derecho.


    Por el contrario, en todo el movimiento de fines del siglo XVIII en Europa central se trató de identificar un sistema de gestión de los intereses generales que asegurara que el individuo estuviera protegido por la ley; es decir que el sujeto más vulnerable pudiera salir medianamente victorioso de su enfrentamiento con el poderoso. El sistema de división de poderes no debía ser pensado como otra cosa que el diseño destinado a generar una contradicción en el poder para garantizar la dignidad del débil. Es evidente, de este modo, que el argumento contramayoritario tiene también en su ADN una esencia poco republicana, poco democrática, conservadora, refractaria al desarrollo social inclusivo.


    Los jueces deben formular el ámbito de vigencia de la ley en un caso concreto. La idea de un Poder Judicial que frene a la ley en favor de los intereses de las minorías surge claramente del otro lado del Atlántico. El argumento contramayoritario desnuda el interés del Poder Judicial de participar en el gobierno como indicación y conducción del destino final de la sociedad. La oposición a la mayoría implica una decisión de tomar un sector del poder para la protección de los privilegiados y el freno de las mayorías desbordadas: ya el Poder Judicial de ningún modo es el lugar de protección del ciudadano, sino que, al contrario, el sistema judicial se ha transformado para el ciudadano vulnerable en terreno enemigo. En un sistema democrático las mayorías se expresan, en lo esencial, votando —a través de sus representantes— leyes destinadas a la administración de los intereses generales de la sociedad. La operación judicial contramayoritaria no es otra cosa que una decisión contralegislativa, contraparlamentaria; implica, esencialmente, que el eje axiológico fundamental de los jueces se transforme en un ir contra el interés general.


    Es necesario analizar esta perspectiva en términos del funcionamiento real del poder: no es posible evitar pensar que también las minorías poderosas en democracias débiles, como las que operan en América Latina, tienen la posibilidad de influir en las decisiones parlamentarias y eventualmente del Poder Ejecutivo.


    Por esto no debe verse un argumento revolucionario en aquel que pretende asegurar que las decisiones legislativas sean respetadas como manifestación de cierta “voluntad popular”. Es evidente que las decisiones legislativas, emanadas de representantes electos democráticamente, también están influidas en estos tiempos de un modo notable por factores de poder, llamados lobbies, que tienen enorme eficacia en lograr que sus intereses sectoriales sean contemplados en las leyes emanadas por los parlamentos. Ello implica otra razón por la cual no puede sino considerarse parcialmente cínica la tendencia a reservar una función contramayoritaria en la función judicial. Esto parte de la base de un cuadro socioinstitucional que solo puede ser concebido como un mal texto de ciencia ficción. Por lo menos en América Latina, las minorías no requieren mayor protección y las mayorías han sido cruelmente abandonadas por el poder institucional (salvo honrosas excepciones).


    Todo esto no es nuevo: se trata de una larga historia de un funcionamiento del Poder Judicial alejado de los intereses generales de la sociedad. Han sido siglos de un Poder Judicial que ha creído que el concepto “independencia judicial” implica independizarse de la gente, independizarse de la comunidad. Se trata de siglos de un Poder Judicial que ha elegido una estética que lo distingue del ciudadano normal, y siglos de un Poder Judicial que se confiesa devoto de los símbolos y tradiciones que mayormente implican una distorsión de la cercanía con la comunidad.


    La última instancia de la defensa de los intereses de las grandes mayorías vulnerables depende de la capacidad que tenga el poder autodefinido como independiente para enfrentarse a los otros factores de poder institucionales o no institucionales.


    Hay que reconocer que esta paulatina instalación de un sistema judicial cercano a los poderosos económicos también tiene algunas raíces en la evolución histórica de Europa central. Michel Foucault nos relata que uno de los datos centrales de la sociedad feudal residía en que la circulación de bienes no estaba tan garantizada por el comercio. Mucho más protagónicos en esta tarea eran la herencia o la transmisión testamentaria o, incluso, la guerra o el enfrentamiento extrajudicial o judicial. Por eso se entiende que “los más poderosos procuraron controlar los litigios judiciales”. De este modo, quienes se encontraban más acomodados debían controlar las armas y el Poder Judicial, el cual dependía de quienes dominaban el poder político y las armas. Para el autor francés: “La acumulación de la riqueza, el poder de las armas y la constitución del Poder Judicial en manos de unos pocos es un único proceso que se fortaleció en la Alta Edad Media y alcanzó su madurez con la formación de la primera gran monarquía medieval en la segunda mitad del siglo XII”.5


    Como hemos visto, la historia fundacional de los sistemas judiciales de todo el mundo nos demuestra que no es muy prudente confiar en que, de modo intuitivo, un poder tan permeable a los poderes reales establezca una defensa de las condiciones de dignidad de la vida comunitaria.


    Ya en pleno transcurso del siglo XXI, debemos generar las condiciones institucionales que permitan asegurar un sistema judicial a favor de quienes necesitan esa defensa para no ser atropellados por el poder. Ese es el gran desafío, como veremos, de las democracias actuales, particularmente en nuestra región.


    El rol de los poderes judiciales en las experiencias dictatoriales en América Latina


    Pareciera que los sistemas de justicia, por lo menos en nuestra región, nunca se han propuesto de modo protagónico contribuir a la mejora de la calidad de vida de las personas, los ciudadanos, la gente, los individuos de a pie. No ha habido ni siquiera una defensa formal de las instituciones, que es lo mínimo que se podría pedir. Lo que decimos queda evidenciado en la suerte institucional de las cúpulas del sistema judicial y la suerte individual de los jueces durante las trágicas instancias dictatoriales, en las sangrientas y duraderas interrupciones del sistema democrático a través de los golpes de Estado cívico-militares.6 Se trata de un capítulo que en toda la región debe ser estudiado con mayor profundidad. Es lamentablemente cierto que


    ha sido recién en los últimos años, una vez consolidados los juicios penales contra los genocidas, que la dimensión civil de la dictadura comenzó a visualizarse como un asunto relevante y pendiente para la Sociedad Argentina. Esa dimensión civil incluye actores económicos, funcionarios civiles (judiciales incluidos), la iglesia, periodistas, medios de comunicación e intelectuales.7


    Cualquier visitante de otra galaxia podría haber esperado que luego de las declaraciones universales de los derechos humanos (en el proceso revolucionario francés y de posguerra), si un viernes había un golpe de Estado, ningún juez, fiscal o funcionario judicial debería haber asistido el lunes siguiente a cumplir funciones en ese contexto de anomia institucional. Pero la realidad ha sido otra: una llamativa convivencia entre usurpadores del poder y miembros de la “familia judicial” que ha “ayudado” a nuestras conciencias cívicas a acostumbrarnos a los golpes de Estado y a las débiles respuestas institucionales.


    Hemos visto cómo, en Argentina, pero también en casi toda América Latina, los sistemas judiciales, en particular sus cúpulas, las cortes supremas de justicia o los superiores tribunales se han acomodado institucionalmente y han convivido con las interrupciones extremadamente violentas de los sistemas constitucionales que debían regir el gobierno de cada país. Es así como fue muy notable que, en las sangrientas experiencias dictatoriales de los gobiernos militares, si bien los usurpadores echaban, perseguían, mataban o hacían desaparecer a todos los miembros de los poderes legislativos o de los poderes ejecutivos, sin embargo desarrollaban ciertos pactos de empatía mutua con los funcionarios judiciales o del sistema de justicia en general.


    Lo que venimos describiendo generó cierta relativización de las conciencias republicanas a la vista del papel asumido por los sistemas de justicia en la región durante las diferentes y usuales experiencias y manifestaciones del terrorismo de Estado. Se ha tratado del poder del Estado que más claramente ha pactado con los gobiernos autoritarios y dictatoriales. Recordemos que, en el primer golpe de Estado de 1930 en Argentina, la Corte Suprema de aquella época emitió una acordada en la que declaraba que no intervendría en relación con el golpe de Estado encabezado por el general José Félix Uriburu y que, a partir de ese momento, aquel gobierno de hecho era legítimo y dicha institución no tenía nada que decir sobre la vigencia o la violación del texto de la Constitución nacional. Desde ese momento en la historia institucional argentina, pasando por todos los golpes de Estado que regaron de autoritarismo la vida de nuestro país, el Poder Judicial no ha desempeñado el rol que debía. Solo tenía que marcar las pautas constitucionales que se debían cumplir en relación con los gobiernos autoritarios. En particular, en el último gobierno militar o terrorismo de Estado de Argentina, se ha mantenido la triste costumbre de convivir plácidamente con el desastre antirrepublicano y la no vigencia de la Carta Magna constitucional.


    Quizá sea incorrecto, por simplificador, atribuir ese comportamiento a la composición socioeconómica de los recursos humanos y funcionarios de las distintas integraciones del Poder Judicial en todas las instancias, pero hay que decir que esa integración nunca cambió en demasía. Todo comenzó en los albores de la organización nacional cuando, según parece, las familias de mayor “prestigio” social o “patricias” pretendían que algunos componentes de esos núcleos sociales integraran el Poder Judicial (también el poder militar). No es difícil descubrir ciertos linajes y apellidos más o menos tradicionales que se repitieron por décadas y varias generaciones. Esa tendencia se consolidó como una particular forma de nepotismo, lo que, a su vez, aseguraba una visión bastante homogénea, una similar concepción ideológica acerca de cuál debía ser la función social y comunitaria del sistema judicial. Esta evolución, en Argentina, se nutrió de la “famosa” función contramayoritaria, de defensa de las minorías “hostigadas” por el populismo y los “excesos demagógicos” de las —siempre débiles— democracias. En las dictaduras, esa función de aseguramiento de las estructuras sociales la defendieron las fuerzas militares —con la complicidad como vimos del sistema judicial—. En democracia, bastaban los jueces.


    Junto con la complicidad de las cúpulas del sistema judicial con las dictaduras también hubo comportamientos de jueces y fiscales menos visibles, pero sistémicos con el autoritarismo reinante. Hubo complacencias y omisiones que se manifestaban en creativos caminos que implicaban no ser parte de la persecución espeluznante llevada a cabo por quienes ejercían el poder, pero que, al mismo tiempo, se aseguraban de no tomar posturas que implicaran el enfrentamiento digno a ese terror. Solo tenían que cumplir con su deber: ni más ni menos.


    Sin embargo, este análisis sería muy parcial si no incorporara el recuerdo de un porcentaje pequeño pero significativo de empleados y funcionarios judiciales que, por cumplir con el deber, se expusieron hasta poner en riesgo su vida y la de sus familias. Lo cual hubiera implicado en otro contexto un aumento del compromiso institucional de quienes estaban al lado de los despachos de estos jueces, fiscales o funcionarios en general que sufrieron la persecución de las dictaduras.


    Frente a esto, luego de la ruptura democrática en el año 1976 los argentinos eran testigos de que el nuevo régimen establecido por el estatuto del Proceso de Reorganización Nacional disponía que, para integrar la Corte Suprema de Justicia, el nuevo e ilícito presidente aceptaría las designaciones que propusiera la Junta Militar. Eso se establecía en una norma muy cercana a otra que afirmaba que la Constitución nacional y las provinciales quedaban supeditadas a los estatutos militares.8 Lo más triste y sorprendente de este episodio es que los jueces que fueron elegidos para asumir de modo tan dictatorial un cargo en la Corte Suprema provenían de la carrera judicial. No se trataba de entusiastas abogados cercanos al asesoramiento militar, lo que es muy demostrativo de la convicción democrática en el marco de la cual se formaban las nuevas generaciones de jueces en el Poder Judicial. Esos jueces protagonizaron una de las imágenes más destructivas de la conciencia democrática al jurar por los Santos Evangelios y el estatuto del Proceso de Reorganización Nacional. Se ha dicho que


    claramente, a ellos les cabe un fuerte reproche moral y legal por haber aceptado un cargo en esas condiciones. Dicho esto, sin embargo, uno puede advertir fácilmente que la convalidación del gobierno era muy previsible.


    En primer lugar, los jueces de la Corte habían sido puestos en su cargo para que lo hicieran.


    Por lo demás, rechazar mediante una sentencia la validez de un nuevo gobierno habría implicado para ellos una contradicción: reconocer la invalidez de la sentencia en la que lo hacían en particular y de su propio nombramiento en general. Paradójicamente, al menos desde un punto de vista técnico, la Corte no tenía mucha holgura para decir que No al gobierno irregular. Por la razón señalada, si la mayoría de estos jueces por alguna razón misteriosa se hubiera alzado en contra de la validez del gobierno en funciones, la redacción habría tenido un valor más político que jurídico.9


     


    Sin embargo, no se puede ocultar que una decisión ética y jurídicamente correcta hubiera significado una profunda deslegitimación de la usurpación tiránica del poder y entonces no solo Argentina, sino gran parte de la región se habrían evitado ser víctimas de tragedias tan repetidas como dañinas de las conciencias republicanas y sociales. Es difícil no afirmar que muchos jueces y funcionarios, como mínimo, han tenido una gran responsabilidad por sus omisiones. Responsabilidad, por otro lado, acallada, olvidada y desdibujada. Algo que, felizmente, no ha sucedido con los responsables militares. Llama la atención que, en las políticas públicas destinadas al juzgamiento de los atroces delitos de lesa humanidad, en las últimas décadas, se oyen voces que apuntan al juzgamiento (indispensable) de los sectores civiles (empresarios, por ejemplo) y nada se diga (o muy poco) respecto de jueces de todas las instancias que han violado sus deberes esenciales y facilitado una tragedia de tamaña magnitud.


    Lo judicial y la destrucción del opositor político: el  lawfare



    América Latina atravesó y atraviesa un tiempo muy difícil. El paradigma de la democracia constitucional se encuentra desde hace por lo menos dos décadas en peligro.10 Hoy asistimos a escenarios políticos muy complejos que en ocasiones reflejan cierta incapacidad para siquiera explicar las tensiones sociales. Vemos universos comunitarios muy fragmentados e instituciones muy debilitadas en cuanto a su aceptación y respeto comunitario. Observamos a menudo caminos de violencia en los modelos de control formal estatal que ni siquiera reconocen los límites propios del sistema regional y universal de derechos humanos. Aunque esto sucede en algunos países más que en otros, es indudable que nuestra región atraviesa una realidad de enorme desigualdad social, de dura violencia institucional y de ausencia del Estado de derecho.11 Son épocas en las cuales corremos serios riesgos de que el sistema de protección propio de los derechos humanos anule su resguardo y deje de cumplir su misión esencial: la protección de los más débiles, la garantía de la libertad para aquellos que no tienen chance de ganarla por los caminos individuales y no comunitarios. Se trata de poner en relación dos ideas que parecería que corrieran por andariveles separados y que, sin embargo, están presentes en nuestra realidad regional cotidiana y reflejan lo más trágico de nuestras situaciones sociales. Antes que nada, no es posible ignorar la renovada tendencia a implementar en nuestra región, y quizás en todo el mundo, modelos de gestión socioeconómica y política que sostengan ecuaciones en las que un conjunto de ricos gane todavía más y una enorme cantidad de personas protagonicen las escenas más trágicas y de impotencia de la pobreza y el hambre. Al mismo tiempo, una utilización cada vez más creciente de la persecución jurídico-penal a efectos de dominar los destinos políticos de nuestros países.


    Se trata de una crisis ética —entre tantas otras— vinculada a la vigencia del principio de igualdad ante la ley, que se expresa en un funcionamiento esencial y dramáticamente selectivo. Por lo menos desde comienzos del siglo XX, el derecho penal de toda la región ha sido selectivo. Esa selectividad, sin embargo, ha tenido dos etapas que expresan criterios diversos y un impacto diferente en el tejido social e institucional. Durante el siglo XX, esa selectividad debía ser leída, por lo menos en nuestra región, en el sentido de perseguir esencialmente a sujetos pobres o vulnerables desde un aspecto socioeconómico. Se trataba de sujetos que no podían sumarse al mercado laboral o habían sido expulsados de él, que no tendrían ninguna posibilidad de inserción social integradora y que ponían en riesgo “la propiedad privada de los exitosos” y la paz social de los “integrados”. La pobreza, la exclusión, generaban la excusa social para la persecución, la criminalización y el consecuente encierro. La excusa generó una doctrina acorde. Se trató de la doctrina del Estado peligroso, surgida de las entrañas del positivismo criminológico italiano, pero transformada de la original perspectiva clínica a la social. El derecho penal disciplinaba la pobreza que generaban los gobiernos de derecha auspiciados por los centros del poder conservadores particularmente de Estados Unidos. Una selectividad de “primera generación”.


    Ahora bien, América Latina ostenta un notable cambio de la tendencia ideológica de los gobiernos a partir del nacimiento del siglo XXI. En Argentina, Uruguay, Ecuador, Brasil, Venezuela, Bolivia, algunos países centroamericanos y en menor medida en Chile, se instalan gobiernos de mayor sensibilidad social, con objetivos integradores, en cierto modo populares, de mayor compromiso comunitario. Estos procesos estuvieron conducidos por un conjunto de líderes representantes de ideas políticas de centroizquierda, de organismos no gubernamentales, grupos de reflexión y debate de enorme influencia que posibilitaron que estos modelos ideológicos y políticos dominasen durante casi dos décadas la región. En los últimos años, notamos que el sistema penal desarrolla un criterio selectivo de segunda generación: el sistema penal regional ahora persigue, castiga, encierra a quienes han liderado este cambio político. En este sentido, como dijimos, particularmente en nuestra región, se viene hablando de un concepto hasta hace poco tiempo absolutamente desconocido por la mayoría: lawfare.


    Aparentemente, lawfare se refiere a una guerra jurídica, con un término en inglés que, según parece, aún no es reconocido en el diccionario oficial del idioma y es una combinación de las palabras “ley” (law) y “guerra” (warfare), que pretende referirse a un uso del sistema judicial con la intención de dañar a un oponente.12 Significaría, entonces, la utilización de la ley y de los procedimientos jurídicos como arma de guerra: elegido un sector, por ejemplo, político, como enemigo, la ley y los procedimientos judiciales son utilizados por los agentes públicos como una forma de perseguir a aquellos que fueron estigmatizados como enemigos-culpables.


    El derecho penal disciplinó en las últimas décadas, con la tristemente eficaz gestión de los sistemas judiciales de nuestra América Latina y como reacción a esos procesos “populistas” (en el buen sentido de la expresión): “Nunca más gobiernos de centroizquierda o de impronta popular” sería la consigna no escrita de varios expedientes penales en trámite. Las excusas son las previsibles, “lucha contra la corrupción”, “asociaciones ilícitas”, “lavado de dinero”, etc. Sería incorrecto decir que no ha habido corrupción (y posiblemente en grandes proporciones) en esos gobiernos y que todas las investigaciones judiciales en esta materia han sido construidas fraudulentamente. Pero sería un infantilismo no advertir que ha habido una estrategia de persecución orientada políticamente en buena parte de América Latina. La construcción de un discurso, de un relato, cohesionado, unificado, en cada uno de los trámites en diversos países puede verificarse: se trató de un solo proceso superador de las fronteras nacionales y que se instaló con similitudes muy notables. Claro que para la primera selectividad alcanzaba con modelos bastante burdos: edictos policiales y, como dijimos, doctrinas peligrosistas congeniaban para ese encierro de la pobreza. En cambio, para esta selectividad de segunda generación se requirió un sistema más “integral”, en mayor medida sutil, pero también posiblemente más dañino para el sistema republicano. Se requirió un Estado dispuesto a realizar tareas de inteligencia ilegales, monopolios comunicacionales encargados de darle apariencia de legitimidad al origen de la información; fue indispensable contar con fiscales y jueces con doble vara, que mostraran una aceptación generosa de la información que llegó sorpresivamente y de modo anónimo a los despachos judiciales. Se echó mano a un uso indiscriminado de la prisión preventiva, se utilizó una multiplicación hasta el infinito de las mismas imputaciones para lograr que “tocase” un juez dispuesto a asociarse a la persecución (forum shopping).13 Se pudo contar con poderes ejecutivos que, de modo descarado, estipularon la agenda de jueces y fiscales dóciles. Se contó con organismos institucionales plegados a dicha estrategia como acusadores, con consejos de la magistratura que protegieron a los jueces socios y que aplicaron correctivos a los jueces independientes, con defensores oficiales que hicieron la vista gorda y que, bajo la excusa de defensas “a la carta del imputado”, terminaron ocultando el rol institucional de “garante del Estado de derecho” de las defensorías oficiales de cada país. También se acudió a legisladores “barulleros” que ayudaron al clima protector de los que se suman a la persecución ilegítima y, para mayor tranquilidad, a embajadas poderosas que contribuyeron al “protectorado”.


    Está claro entonces que, para que el concepto de lawfare adquiera vigencia práctica, se requieren tres protagonistas: el amigo oficialista que detenta el poder, el enemigo opositor al cual se le declara la guerra judicial y, por último, quienes conducen el emprendimiento bélico a favor del poder de turno, que ofrecen el alejamiento judicial de las normas como proyectiles (algunos miembros del sistema judicial).


    No hace falta que, desde el Estado de derecho, se explique a los ciudadanos que semejante concepto describe un escenario lamentable. Esto es ya conocido por todos. Pero sí es necesario recordar que incluso la guerra (seguramente en sí misma, ya, un crimen)14 está sometida a reglas. Incluso el enemigo tiene un estatus normativo que hay que respetar. Por supuesto que no es posible ocultar que hablar de enemigo en una democracia tiene efectos nocivos crecientes que culminan en la desaparición de las condiciones básicas necesarias para la vida comunitaria. Desde este ángulo, el concepto de lawfare describe algo peor que la propia guerra. La guerra es una cosa y otra muy distinta es el crimen de guerra que se produce cuando se violan normas como las contenidas en el artículo 8 del Estatuto de Roma o los Convenios de Ginebra de 1949. Hay que decir que, incluso en el contexto de una guerra, se definen como crímenes el someter a tortura o a otros actos inhumanos, incluso experimentos biológicos o destruir bienes y apropiarse de ellos de manera no justificada por necesidades militares. Según se puede ver, en cambio, cuando se habla de lawfare siempre nos referimos a violaciones de las reglas del proceso penal: violación del principio de igualdad ante la ley, lesión a la garantía del derecho de defensa, violación del principio de proporcionalidad, detenciones ilegítimas, etcétera, etcétera. En este punto, debemos recordar que ningún país se construye con la destrucción judicial del enemigo político. Nadie puede estar en contra del juzgamiento de supuestos hechos de corrupción, pero nadie puede aceptar que, con tanta facilidad argumental, se encarcele preventivamente a personas, más allá de la culpabilidad o la inocencia final, solo por haber sido calificadas de enemigos u opositores.


    Lo que hoy se denomina lawfare es solo un ejemplo de una de las tendencias más peligrosas de un Poder Judicial en crisis: se trata de una institución dispuesta a codefinir las políticas públicas, influir en los destinos globales de los países y limitar los “excesos” de la voluntad popular: el lawfare es la “mano dura” del rol contramayoritario que algunos “juristas” pretenden atribuirle mágica o autoritariamente al Poder Judicial en las sociedades que solo buscan vivir en un régimen democrático o en donde busque reinar la voluntad popular.


    La pregunta vuelve a ser la siguiente: ¿es esta la función contramayoritaria que con pretensión de dignidad institucional le adjudican algunos constitucionalistas al Poder Judicial? ¿Son esas las minorías que hay que proteger con la intervención judicial en perjuicio de las mayorías vulnerables? ¿Podemos decir con sinceridad que el sistema judicial de nuestro país se ha mantenido independiente de los sectores que han detentado el poder económico?


    Función judicial y diversidad cultural


    Los sistemas de justicia no comprenden ni respetan la diversidad cultural y los derechos de los pueblos originarios.15 Es evidente que nuestra región latinoamericana mantiene aún hoy, a pesar del genocidio sobre los primeros pobladores de nuestras tierras, un importante porcentaje de población perteneciente a y descendiente de esos pueblos originarios que, sin duda, implica una riquísima diversidad cultural. A pesar de los enormes esfuerzos de la Organización Internacional del Trabajo y de gran cantidad de organismos mundiales y multilaterales de protección de los derechos humanos, preocupados por el respeto a esta diversidad cultural, el sistema judicial casi siempre ha desconocido esos ricos matices sociológicos de América Latina y, en nuestra región, ha actuado casi como si su único objetivo fuera, al igual que lo que sucedió en los procesos colonizadores, disciplinar al distinto,16 al que no se somete a la cultura oficial dominada por las metrópolis europeocontinentales, y nunca dudó incluso en utilizar el derecho penal, un derecho penal construido a espaldas de esos matices culturales, para criminalizar a aquellos que pretendían ser regidos por su propia historia comunitaria. Se trata de una razón enormemente trascendente de la crisis ética por la que todo el sistema judicial en nuestra región atraviesa históricamente.


    Las razones de la violencia sobre el poblador original van mutando: en la actualidad, no es posible excluir la sospecha de que existe un impulso muy fuerte producto de los negocios que implican los procesos de extracción de las (¿últimas?) riquezas naturales (litio, por ejemplo, en la provincia de Jujuy en Argentina).17 Como ha dicho con claridad Víctor Álvarez Pérez:


    Uno de los principales problemas del sistema de control penal en un país como el nuestro es el de armonizar, hacer compatible con nuestra realidad, los mecanismos de intervención punitiva estatal, en términos no solo del marco de respeto y garantías plasmado en el texto constitucional y en el propio código sustantivo a través de sus principios y normas rectoras, sino también de adecuación y respuesta eficiente frente a los problemas sociales que se presentan. Somos un país diverso, lleno de diferencias, constituido por múltiples grupos que responden a patrones culturales distintos. Por tal razón la Carta Política (artículo 2, inciso 19) señala que “el Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la nación” y establece el derecho a la identidad étnica y cultural. Todo esto tiene que ser conjugado, evidentemente, con el artículo 149, en tanto que se rigen, también, por normas y pautas que no son las de la mayoría.18


    Y, en el mismo sentido, agrega Miguel Pérez Arroyo:


    Vemos pues que este es un lastre que aún hoy cargamos en Latinoamérica, en donde la situación de discriminación racial y cultural conduce a una polarización a veces trágica de la sociedad, lo cual alguna vez en la historia del Perú, por ejemplo, llevó a pensar en él como “una República de indios” y otra de “blancos”.19


    Los sistemas judiciales no solo usan el argumento contramayoritario para lesionar la voluntad popular, sino que, cuando podrían invocarlo, por ejemplo, para proteger a las minorías vulnerables por discriminación étnica, protegen a los históricos oficialismos genocidas de los pueblos originarios y, ahora, a los que pretenden castigar supuestas “usurpaciones” de tierras, que pertenecen a esas comunidades desde antes del nacimiento del Estado-nación, para profundizar los programas de extracción de riquezas naturales. Estamos frente a un sistema judicial que ha mirado para otro lado desde los orígenes de los países latinoamericanos cuando debió establecer límites a uno de los genocidios de mayor trascendencia en la historia de la humanidad. Esta contribución omisiva, deshumanizadora del ejercicio del control sobre los pueblos originarios, hoy se ha transformado en una nueva contribución omisiva y activa, ahora para contribuir a quitarles a esos pobladores hasta el último dominio de los recursos naturales.


    Los sistemas judiciales han oscilado entre la bestial hostilidad frente a los primeros pobladores de nuestras tierras y la indiferencia más cruel cuando se debe responder a justos reclamos de derechos de estos pueblos, derechos que están reconocidos en lo más alto del sistema normativo de derechos humanos regional y universal.


    Se trata de una nueva razón de crisis moral de los modelos de justicia, que se nutre de la más inmoral limitación cognitiva selectiva y de la versión más visible de desprotección al más débil.


    El rol de las cortes supremas y los tribunales superiores


    Las máximas expresiones del Poder Judicial, las cortes supremas o los tribunales superiores, en toda la región han utilizado ese máximo nivel de la magistratura no para corregir eventuales errores judiciales en instancias inferiores, sino para consolidar los peores vicios de toda la estructura judicial: acercamiento a los poderosos, legitimación de los golpes de Estado y alejamiento de la gente. Normalmente los integrantes de estos máximos niveles judiciales llegan, a menudo, sin ningún prestigio ni especialización, lo que da una imagen de falta de credibilidad a sus decisiones. No podemos olvidar vicios, como el de la delegación de funciones, que exhiben, en estas instancias, porcentajes absolutamente escandalosos.


    Para referirnos a la actualidad de los últimos años en la Corte Suprema de Argentina, por ejemplo, de los cuatro miembros que han quedado en funciones, dos han aceptado ser designados por decreto del Poder Ejecutivo (sin pasar por el acuerdo del Senado) y esos dos, casualmente, son todavía en la actualidad el presidente y el vicepresidente del organismo.


    El presidente de ese tribunal, luego de una “reconstrucción” legislativa resuelta de modo ilegítimo en la misma Corte, se autocolocó como presidente del Consejo de la Magistratura. La ley que regulaba esa importante (aunque sumamente ineficaz) institución fue declarada inconstitucional y, en el mismo tránsito, se le devolvió vigencia legislativa a una ley que había sido derogada por el Parlamento. Para colmo de males, esa ley volvió a adquirir vigencia luego de ser debidamente “ajustada”: un ejemplo digno de mejores causas de usurpación de funciones legislativas por el órgano judicial.


    En los últimos tiempos, la Corte Suprema de la Nación Argentina ha decidido, para dar otro ejemplo, pasando por encima de los sistemas normativos de las provincias en un régimen federal, intervenir de modo especialmente oportuno en la legitimidad o ilegitimidad de algunos candidatos a gobernador a pocos días del desarrollo de los comicios. En verdad, en varios países de la región, desde las cabezas institucionales de los sistemas judiciales se ha tomado la decisión de influir bajo diversos argumentos en los escenarios políticos y electorales de un modo que lesiona el normal desarrollo del funcionamiento democrático. Esto ha sido visible en Ecuador y en Brasil solo para mencionar dos episodios muy evidentes. El plan siempre tuvo éxito debido a que logró que a la comunidad, al pueblo, a los ciudadanos, empezara a interesarles menos el funcionamiento de un sector del poder institucional que había logrado salir de la escena del control popular. Ese es el resabio más lamentable del legado inquisitivo: lo judicial como un laberinto oscuro, selectivo, solo para iniciados, altivo y, por eso, inaccesible para el ciudadano de a pie. Durante mucho tiempo fue casi imposible lograr, incluso en las primaveras formalmente democráticas, que lo judicial estuviera en la agenda popular. Lograr que la democratización del sistema judicial fuera vista por la comunidad como un problema al que había que enfrentar con urgencia, que por fin fuera entendido como una dimensión que afectaba en gran medida a la vida cotidiana, siempre fue un desafío con grandes riesgos de fracaso. La crisis judicial es tan grande que ya no puede pasar inadvertida al ciudadano, es siempre una noticia conmovedora. Esta crisis es vivida por el ciudadano y las organizaciones de la sociedad civil como un problema de primer orden. En una democracia, estamos en presencia de un extremo que siempre es positivo. No es posible aceptar con indiferencia actos de una Corte Suprema de Justicia que, cuando ha sido necesario consolidar la situación de los protagonistas más lamentables de la peor época del sistema judicial penal en el ámbito federal que recuerde la historia democrática, ha reaccionado con una selectiva velocidad y un raro “compromiso” institucional dignos de reproche. No es razonable permitir que la Corte Suprema de Justicia legitime por razones operativas obvias y del modo más expresivo el escándalo de la delegación de funciones. Se trata de la misma Corte Suprema que nada ha dicho de la violación del principio de inocencia y de libertad durante el tiempo en el que regía la escandalosa doctrina “Irurzum”20 por la cual se encarceló ilícitamente a un conjunto de exfuncionarios seleccionados para su destrucción moral y pública solamente por razones ideológicas y de aseguramiento de los modelos de exclusión social que ellos combatieron (los presos políticos que algunos no han querido ver).21 Es la misma Corte Suprema que, con acciones y omisiones, convalidó un modelo judicial en el que se utilizó prueba ilícitamente obtenida, manipulada y, luego, blanqueada en los medios de comunicación para ocultar los delitos cometidos en la recolección de esa supuesta información relevante sobre los hechos denunciados. Un máximo tribunal en el que esta ridícula integración de cuatro miembros coloca en primer plano la falta de formación intelectual y profesional de sus integrantes en relación con las competencias y naturalezas jurídicas de los conflictos en los cuales deben intervenir como última palabra del sistema judicial. Una Corte Suprema de Justicia que aparentemente se siente a gusto en el marco de una integración absolutamente masculina y que pretende, siguiendo uno de los objetivos del lawfare, definir la tendencia de las políticas públicas y los destinos finales del gobierno de los argentinos. Se trata del máximo tribunal que (como ya mencionamos) nada dijo mientras durante varios años los argentinos éramos sometidos al abuso de la prisión sin condena, a pericias fraudulentas, a la elección del juez amigo mediante el forum shopping (ya sea multiplicando artificialmente las denuncias sobre el mismo hecho, o con sorteos sospechosos, o mediante el gambeteo de las reglas de conexidad) y al uso ilícito de actividades de inteligencia interna. Es el mismo máximo tribunal que no vio nunca nada inusual en la coordinación en la misma persecución orientada de varios organismos del Estado: la Administración Federal de Ingresos Públicos, la Unidad de Información Financiera, la Oficina Anticorrupción, diputados siempre activos a la hora de estimular al sistema judicial, etc. Se trató de una Corte Suprema a la que nunca le sorprendió la coordinación en un claro conflicto de intereses de algún fiscal con algún defensor público para la implementación en un caso individual de un enjuiciamiento absolutamente irregular en un asunto de alto impacto político, que colaboró con la cooptación política de algunas víctimas/querellantes en hechos muy tristes para la historia del país. Hasta ahora, dicha Corte guarda silencio sobre la utilización irregular e ilícita de la figura del arrepentido,22 y observó con pasividad cómo agentes formales e informales de inteligencia se infiltraban como defensores particulares para orientar las declaraciones de sus “defendidos” en perjuicio de la figura política a la que había que destruir. Se ha tratado, particularmente en Argentina (pero se ha replicado en más de un país de la región), de una cabeza del Poder Judicial que nunca intervino cuando era evidente que estaba frente a procesos en los cuales había acusaciones que no definieron el hecho imputado, lo que violaba la garantía del derecho de defensa, o en los cuales se vulneraba verticalmente la independencia judicial con órdenes de las cámaras a los jueces de primera instancia acerca de cómo debían resolver. Un tribunal que, asimismo, hizo “mutis por el foro” cuando en Argentina se extorsionaba a los “arrepentidos” con la amenaza de la prisión preventiva o se producía una filtración anticipada a los medios hegemónicos de información judicial sensible para la generación del “clima” favorable al lawfare. Una Corte Suprema, en definitiva, que convalidó un país que permitía el funcionamiento de una “Gestapo” judicial (para decirlo con las lamentables palabras de un exministro).23


    Lo que debe sorprender no es que existan marchas populares en reclamo de este desastre moral, sino que desde algunos sectores haya una crítica tan despiadada a la participación ciudadana en pos de una justicia digna. Nos debe llamar la atención que se busque atribuir la motivación de esas movilizaciones a mezquinos intereses políticos. Se falta a la verdad. Se busca presentar un acto de participación genuinamente popular como un intento de debilitar las instituciones (que paradojalmente fueron destruidas en momentos en los cuales se consolidó el espanto que acabamos de describir).


    La participación ciudadana, el ejercicio del derecho a reclamar a las autoridades, la exigencia comunitaria de una administración de justicia digna, siempre es una buena noticia. Lo que normalmente es una mala noticia es el desinterés popular por la justicia. Ese desinterés es lo que, en ocasiones, ha permitido a las corporaciones judiciales un manejo discrecional y sin control de la función esencial que desempeñan.


    La pretensión de los jueces de influir en las políticas públicas


    En efecto, como venimos afirmando, en las últimas décadas se ha notado de modo muy rutilante el convencimiento de algunos jueces (de modo individual o grupal) y de algunos organismos judiciales (de modo institucional) de que no solo pueden, sino que “deben” influir en el desarrollo y la configuración de las políticas públicas en un Estado democrático. Eso no solo es demostrativo de la falta de comprensión del sistema constitucional de distribución del poder, sino que no da lugar a pensar algo distinto de que el Poder Judicial se autopercibe como un operador político de tremenda magnitud. La vinculación entre sectores del poder político, medios de comunicación, embajadas de países poderosos y un oportunismo digno de mejores causas hace que a nadie le quepa ninguna duda de que un objetivo político de primera envergadura se nutre y pasa por controlar a determinados sectores y jueces del sistema judicial. Cuando esto sucede, lo que queda de la república es muy poco.


    En América Latina, hace décadas que, en determinados procesos políticos e institucionales, los sistemas judiciales saltan de su rol en el caso individual al desarrollo de caminos jurisprudenciales que condicionan determinadas políticas públicas. De esta forma, un tanto exótica, los jueces condicionan la vida comunitaria sin tener ni el respaldo de los votos que ostenta el Poder Ejecutivo ni el respaldo del debate y el consenso popular que puede y debe ofrecer el trámite parlamentario. Las políticas públicas requieren un aseguramiento del origen comunitario como manifestación y verificación de que se trata de un camino que expresa el interés y la voluntad populares. La decisión judicial no debe suplantar la configuración general de un determinado interés comunitario que usualmente requiere, por ejemplo, una ley para expresarse y ordenar las relaciones de la sociedad. Por ejemplo, en Argentina ha habido en los últimos diez años gran cantidad de ejemplos de decisiones del máximo tribunal, la Corte Suprema de Justicia, que han intervenido de manera muy discutible en procesos eleccionarios que se desarrollaban en el sistema federal, en cada provincia (interpretando de modo muy cuestionable algunas disposiciones de las respectivas Constituciones provinciales), en la construcción y reconstrucción de la ley que regula el Consejo de la Magistratura y en otros procesos que otorgaron a esa instancia judicial un protagonismo político extremadamente riesgoso para el sistema democrático.


    Los peligros son claros y expresos y casi todos se vinculan con que esas decisiones de tremenda influencia en el sector político provienen de un organismo de casi nula representación popular, de una institución que ha hecho del alejamiento de la comunidad un principio de primer orden y de una mal entendida ética institucional, de un sector del Estado que no tiene herramientas para trasladar, en una democracia, las prioridades y las necesidades de los ciudadanos a instrumentos de configuración normativa de la realidad. Los máximos tribunales de justicia no tienen ni deben tener esas herramientas. No se trata de un olvido en la planificación institucional de las democracias modernas. Es parte de la esencia del juego de poderes. Los jueces no deben tener ninguna participación en la construcción del sistema de relaciones general, entre cada ciudadano y otro ciudadano, y entre cada ciudadano y el Estado. En efecto, solo se debe asegurar como regla general que la aplicación puntual de la norma de que se trate a un caso individual refleje del modo más previsible y contundente posible la decisión legislativa esencial. No se trata (todavía y en esta decisión puntual) de la vieja pretensión de que los jueces sean solo la bouche de la loi,24 sino que, para formularlo mejor y negativamente, se busca que el poder más refractario a lo popular no termine definiendo el alcance de los derechos del tejido comunitario y de cada ciudadano individualmente considerado.25 No es función de los jueces y mucho menos del máximo tribunal definir consignas de filosofía política, ni caminos político-institucionales.


    Lo peor de la Inquisición


    Una parte central de la crisis de la justicia en general, y en particular en la justicia penal, debe remitir al origen medieval de un importante grupo de características que han terminado por configurar lo peor de la cultura inquisitiva. En este sentido, debemos decir que, ante todo, los sistemas de enjuiciamiento han tenido serias dificultades para lograr un estándar razonable de capacidad investigativa.26 Como sabemos, en plena modernidad institucional contemporánea, hasta la tortura fue legitimada por el paraguas ético de la búsqueda de la verdad. Como lo explica Erin Graff Zivin: “La principal justificación ofrecida por los que defienden la práctica de la tortura es que el abuso físico y psicológico como parte de los interrogatorios a los prisioneros garantiza la extracción de la verdad”.27 Sin embargo, aquí no se quiere decir que el modelo inquisitivo “asegura” la búsqueda de la verdad. Ha sido muy claro Nicolás Guzmán:


    Es un error considerar que puede y debe renunciarse a la verdad puesto que su búsqueda nos conduce solo a un modelo inquisitivo (del mismo modo que es un error considerar que debe mantenerse un modelo inquisitivo porque es el único que puede garantizarnos el conocimiento de la verdad). Renunciar a la lógica inquisitiva no implica renunciar al valor verdad en el proceso (insustituible para la aplicación de una condena); ella es efectivamente un valor, incluso en los modelos de enjuiciamiento adversariales.28


    Más allá de su enorme influencia en Europa central y el posterior traslado de la cultura inquisitiva a América Latina y el Caribe, estos puntos de partida se han mantenido incluso bajo sistemas que hoy son denominados de modo diverso como modelos mixtos, o acusatorio-formales, etc. La combinación explosiva de necesidad de la verdad, incapacidad investigativa y relativa falta de compromiso con la exigencia ética del resguardo de la dignidad de la persona y las garantías de limitación ius humanitaria del ejercicio del poder penal han generado un fabuloso aparato de poder de matriz inquisitiva que provocó enormes daños comunitarios.


    Esa matriz no ha desaparecido. Buena parte de la base cultural de la crisis judicial que describimos expresa una estrecha vinculación con esa base histórica inquisitiva: la devoción por los símbolos, un lenguaje desprovisto de una relación comunitaria, una cultura de los formalismos, una desconsideración por el respeto a la personalidad del ciudadano usuario del sistema, una mirada egocéntrica del trámite judicial, etc. Pero, para profundizar la crisis ética, la necesidad de cuño inquisitivo se advierte en la recurrente necesidad de instalar relatos más allá de su credibilidad: un ejemplo muy contundente es el éxito de figuras polémicas, como la del arrepentido, o el arrancar confesiones con amenazas punitivas.


    Ahora bien, cuando decimos que esa etapa histórica, la de la Inquisición, ha influido de un modo trágico en los sistemas de justicia, debemos recordar que este modelo cultural de ejercer el poder de lo judicial ha sido un ejemplo histórico tremendamente conmovedor del nivel de violencia que se puede desplegar a través del poder central y monopólico de resolver conflictos con fuerza jurisdiccional. Solo en las guerras y en algunos procesos revolucionarios se ha distribuido mayor crueldad que la que se expresa desde el llamado Poder Judicial desde hace siglos. Pero no solo se ha tratado de la violencia instalada en la etapa inquisitiva, sino que, en verdad, esta forma de ejercicio del poder se ha rodeado de las peores características, particularmente de las más refractarias al humanismo. Antes que nada, las crueldades del Poder Judicial o inquisidor debían ser difundidas para construir temor comunitario y para conducir al pueblo mediante amenazas institucionales, por lo cual los escenarios inquisitivos se constituían también en montajes publicitarios del terror.29 En la Inquisición, se trataba del suplicio como un modo de exponer el cuerpo del supuesto delincuente a los castigos más aberrantes incluso antes que la propia muerte. El espectáculo del castigo cobró una vida inusitada en un segmento de la historia social y cultural de Europa central. Sin embargo, Foucault nos recuerda lo siguiente:


    A fines del siglo XVIII, y en los comienzos del siglo XIX, a pesar de algunos grandes resplandores, la sombría fiesta punitiva está extinguiéndose. En esa transformación, han intervenido dos procesos. No han tenido para nada ni la misma cronología ni las mismas razones. De un lado, la desaparición del espectáculo punitivo. El ceremonial de la pena tiende a entrar en la sombra, para no ser ya más que un nuevo acto de procedimientos o de administración […]. El castigo ha dejado poco a poco de ser teatro. Y todo lo que podía tener de espectáculo se encontrará en adelante marcado con un índice negativo.30


    Es muy doloroso ver cómo en los sistemas de justicia del siglo XXI se comienza a reinstalar el espectáculo del sufrimiento, no solo del castigo propio de la sentencia de culpabilidad, sino de toda medida de reducción de derechos aun antes de la condena, particularmente la prisión sin condena o prisión preventiva. Una de las características más inhumanas, por lo menos en América Latina, del lawfare antes descrito pasó por la destrucción pública, ya durante las investigaciones procesales preparatorias, de aquellos funcionarios o empresarios vinculados con el sector ideológico o político que había que destruir. En Argentina, hemos sido testigos de un exvicepresidente que fue arrestado en su casa, allanamiento espectacular mediante, y fotografiado en piyama. Se trató de una foto que obviamente fue reproducida hasta el infinito por los medios de comunicación más influyentes (en el peor sentido). Asimismo, muchos funcionarios encarcelados preventivamente, cuando se los trasladaba para prestar alguna declaración, eran “disfrazados” con supuestas medidas de seguridad (chalecos, cascos), esposados y paseados por la ciudad por horas para exponerlos del modo más vergonzante. Cuando algún funcionario, con alguna destreza de sus abogados, logró evitar esas fotos con el conocido disfraz, lo que se difundía era la foto de clasificación e ingreso penitenciario (lo que viola todas las normas que regulan el proceso de detención y encarcelamiento). Quien quiera ver en todo esto el germen de las tenebrosas relaciones entre sistemas judiciales y medios de comunicación tiene buena parte de la razón. El suplicio del siglo XXI requiere los pactos más inmorales con los medios hegemónicos de comunicación.


    LAS RAZONES DE GESTIÓN, ORGANIZACIÓN, USO DE LOS ESPACIOS Y FALTA DE CONTROL



    El uso de los espacios y el acceso de la comunidad al trámite judicial


    La crisis judicial que venimos describiendo también ha estado acompañada de un modelo de uso irracional de los espacios. Esos diseños arquitectónicos, a veces laberínticos, que siempre hacen un culto de aquello que no debe ser enaltecido en el ámbito laboral (preferencias religiosas, el poder del juez, la oscuridad, el lujo, etc.), han mostrado la faceta más criticable del sistema judicial y, en todo caso, han dejado en claro las preferencias sociales de ese poder: un alejamiento de la vida cotidiana de la comunidad que le lleva sus conflictos para que sean redefinidos y resueltos como última palabra.


    Para cumplir adecuadamente el servicio que presta, un sistema judicial depende, en buena medida, del modo en que se diseña y distribuye el espacio en el cual desempeña su tarea. Podemos decir que, particularmente en Argentina (pero también en casi toda la región), cuando ha habido algún edificio diseñado en forma original para el Poder Judicial y su función, se lo ha pensado para el desarrollo de modelos judiciales que luego han cambiado de paradigma, con lo cual esos escenarios institucionales quedaron absolutamente disociados de la vida práctica del sistema y han sufrido correcciones de emergencia que han terminado por presentar al ciudadano y a quienes cumplen funciones en el Poder Judicial un modelo arquitectónico tremendamente hostil. Despachos de enorme tamaño, inexplicables por su función de hábitat del funcionario judicial, conviven con el amontonamiento de empleados y funcionarios de menor jerarquía en escenarios mínimos; y ambientes holgados originalmente pensados para el desempeño de la justicia oral han tenido que redefinirse para ser cementerios inorgánicos de papeles que incluso ponen en crisis la resistencia estructural de los edificios.


    Ya en el informe sobre el uso de los espacios en la transformación judicial que se elaboró en la Secretaria de Justicia de Argentina, en julio de 1988, en el marco del llamado “proyecto Maier”,31 se afirmaba:


    Una de las primeras facetas en la que se demuestra este cambio cualitativo es en la relación misma entre el uso de los espacios y la justicia. Tradicionalmente o, por lo menos, tal como ha sido considerado hasta ahora en nuestro país, el espacio solo cumplía una función accesoria a la administración de justicia. Los tribunales, los juzgados o secretarías ocupaban un determinado espacio, pero no se integraban a él. El espacio era solo el escenario bueno o malo, generalmente malo, en el que se instalaba una determinada oficina administrativa o judicial. Por el contrario […] el uso del espacio y el espacio mismo son elementos de la administración de justicia. En efecto, desde dos ángulos, el espacio se vincula con esa función: por un lado, el espacio como posibilidad y, por otro lado, por su carácter simbólico. En el proceso de reforma se incorporan principios, tales como la publicidad y el control ciudadano, la oralidad y la inmediación, el respeto a la dignidad humana sin desmedro de la eficiencia y viceversa, la celeridad de los juicios y la seguridad, etc.; la incorporación de estos principios peligraría si simplemente se los proclamara y no existiera una política decidida de promoción de estos valores. Por ejemplo, no alcanza con afirmar que el público puede ir a las audiencias del juicio, es necesario promover que el público vaya efectivamente a esas audiencias. Por eso, el uso de los espacios es uno de los modos más idóneos de promover algunos de estos valores: facilitar el control ciudadano en las audiencias, otorgarles al imputado y la víctima un lugar relevante en el debate, lograr eficiencia en la administración de los casos, respetar la tarea de los defensores, informar al público de los trámites, etc., son valores que directamente tienen incidencia en el diseño de los espacios. Del mismo modo, una determinada distribución de estos favorecerá o entorpecerá su efectiva vigencia. El espacio se presenta, así, como un espacio-posibilidad de otorgarles efectiva vigencia a aquellos valores que son basamento del cambio cualitativo de la justicia. Pero además el espacio cumple una función simbólica. Nadie podría negar que toda la administración de justicia tiene un carácter simbólico o, por lo menos, puede ser interpretada como una determinada relación entre símbolos y situaciones. El carácter ejemplarizador de la justicia (ligado incluso a teorías de viejo cuño, como la prevención general) tiene un marcado uso de símbolos. Se trata de imágenes que transmiten a la sociedad mensajes acerca de la vigencia de los valores o de los límites a la utilización de la fuerza por parte del Estado. En esta dimensión, el espacio se convierte en uno de los símbolos que utiliza la administración de justicia. La disposición de una Sala de audiencias que, desde antiguo, cumple la doble función de permitir al juez que conozca los hechos al mismo tiempo que reproduce, atenuado por las formalidades, el conflicto que él debe resolver (este es el doble sentido de inmediación) es un claro ejemplo. Ese diseño de las salas transmite señales acerca de qué lugar admite el Estado para cada una de las partes del conflicto y para el público.32
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